
ACTA No. 168

No. 168.– Centésima sexagésima octava acta de la sesión ordinaria celebrada por la 
Asamblea Nacional Constituyente a las quince horas del día diecisiete de octubre de mil no-
vecientos cuarenta y nueve, bajo la Presidencia del Dr. Marcial Rodríguez Conejo. Presentes 
los señores Diputados Vargas Fernández y Ortiz Martín, Secretarios; Vargas Vargas, Vargas 
Castro, Acosta Piepper, Arroyo, Montiel, Jiménez Núñez, Gamboa, Volio Jiménez, Arias, Jimé-
nez Quesada, González Herrán, Fournier, Facio, Monge Álvarez, Valverde, Esquivel, Acosta 
Jiménez, Brenes Mata, Oreamuno, González Flores, Morúa, Guido, Madrigal, Rojas Espinosa, 
Dobles, Castaing, González Luján, Trejos, Montealegre, Herrero, Gómez, Volio Sancho, Leiva, 
Desanti, Chacón y los Suplentes: Castro, Rojas Vargas, Lobo, Venegas y Carrillo.

Artículo 1º.– Se leyó y aprobó el acta de la sesión anterior.
Artículo 2º.– Se dio lectura a un memorial del Comité de Acción Evangélica, por medio 

del cual solicitan revisión del artículo 66 de la Carta del 71, que establece, como Religión del 
Estado, la Católica, Apostólica, Romana.

Artículo 3º.– El Representante ORTIZ MARTÍN se refirió a la necesidad de incorporar en la 
Constitución un preámbulo, como lo hacen las otras cartas políticas de los países americanos, y 
al efecto leyó varios preámbulos de las más recientes constituciones de América.

Los Diputados ACOSTA JIMÉNEZ Y FACIO BRENES presentaron moción para que el Preámbu-
lo se lea así: “Después de la lucha civil y del movimiento revolucionario que culminaron con el resta-
blecimiento de la libertad y la dignidad en la República, nosotros, los Representantes del pueblo de  
Costa Rica, libremente elegidos como Diputados a la Asamblea Nacional Constituyente, invo-
cando el nombre de Dios y reiterando nuestra fe en la Democracia decretamos y sancionamos 
la siguiente Constitución Política.”

Los proponentes, acogiendo una instancia que se les planteó, acordaron posponer la discu-
sión del Preámbulo hasta tanto cada señor Diputado tuviera una copia del mismo.
La Mesa inició la revisión del proyecto de Constitución Política, procediendo a dar lectura al 
siguiente informe de la Comisión Coordinadora; que se publica en La Gaceta. 

San José, 16 de setiembre de 1949.

Señores Secretarios
de la Asamblea Nacional Constituyente,
Palacio Nacional.
Señores Secretarios:

La Comisión Coordinadora de la Constitución Política tiene el honor de acompañar a la 
presente, debidamente revisado y corregido, el texto de los primeros 78 artículos de la Cons-
titución, a efecto de que sea sometido a la aprobación definitiva de la Asamblea.

Hemos introducido algunas modificaciones en cuanto a la colocación de los diversos 
artículos, que deseamos explicar a la Asamblea. En primer término, suprimimos el capítulo 
que en la Constitución de 1871 se denominaba “Garantías Nacionales”, y colocamos los 
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artículos que formaban dicho capítulo en el Título I, llamado “La República”. Consideramos 
que las “Garantías Nacionales” no constituyen, desde el punto de vista técnico, garantías 
propiamente dichas, sino que forman un conjunto de principios generales que a nuestro juicio 
deben integrar el capítulo llamado “La República”. Del mismo modo, hemos variado la deno-
minación de “Garantías Individuales”, y hemos titulado el capítulo correspondiente “Derechos 
Individuales”. En la realidad de las cosas los principios que contiene ese capítulo tampoco son 
garantías, sino una enunciación de derechos que corresponden al individuo. Nos ha parecido 
más propio y más ajustado a la verdad, titular el capítulo “Derechos Individuales” para que 
quede bien claro el sentido de las disposiciones que lo integran.

En la misma forma, hemos sustituido la denominación “Garantías Sociales” por “Derechos 
Sociales”, atendiendo a las razones expuestas.

Muy respetuosamente sugerimos a la Asamblea la supresión de los párrafos que en segui-
da se indican, y que no sólo envuelven conceptos un poco confusos, sino que perjudican la 
redacción general de las disposiciones. Nos referimos, concretamente, a los incisos 4), 5), y 
6) del artículo 15. En el primero de ellos sugerimos terminar el párrafo en la palabra “natura-
lización”, eliminando la frase “que aseguren la lealtad del postulante, mediante declaración 
jurada de renuncia a la fidelidad hacia cualquier otro Estado y de sentimiento al régimen inte-
gral”. Lo que en ese párrafo se dispone, constituye una típica disposición de ley reglamentaria 
que no creemos que deba figurar en el texto constitucional, aparte de que tampoco pensamos 
que la lealtad del que intenta naturalizarse, se obtenga eficazmente mediante declaración 
jurada.

En cuanto al inciso 5) del artículo 15, creemos que debe suprimirse la frase “de acuerdo 
con sus propias leyes”, por ser evidentemente innecesaria.

Respecto al inciso 6) de ese mismo artículo, sugerimos terminar el párrafo con la palabra 
“República”, suprimiendo el siguiente concepto: “los cuales al aceptarla deberán indicar si 
mantienen o no su nacionalidad anterior”, ya que ello significaría poner a quien se premie 
con el título de ciudadano de honor, en la posición embarazosa de tener que renunciar a su 
nacionalidad anterior, o de manifestar públicamente que opta por conservarla, que de todos 
modos, no impediría que se le discerniera el honor, de donde resulta esa manifestación abso-
lutamente innecesaria y sin sentido de ninguna clase.

Dejamos formuladas así nuestras observaciones en cuanto a la redacción de los tres inci-
sos referidos, y nos proponemos pedir la revisión de los mismos a efecto de que la Asamblea 
tenga oportunidad de debatir nuevamente esos puntos. Somos de los señores Secretarios 
muy atentos y respetuosos servidores.– NAUTILIO ACOSTA PIEPPER.– RICARD0 ESQUIVEL 
FERNÁNDEZ.– RODRIGO FACIO BRENES.1

En consecuencia, se inició la revisión, artículo por artículo. En relación con el artículo 1º, 
el Representante VARGAS FERNÁNDEZ presentó moción para que del mismo se supriman los 
conceptos “libre e independiente”, de tal modo que se lea así: “Costa Rica es una República 
democrática.”

Explicó el proponente que en la actualidad no es posible suponer una República democrá-
tica, que no sea libre e independiente.

El señor TREJOS QUIRÓS apuntó que precisamente ahora más que nunca se hace nece-
saria la consagración del artículo 1º en una forma completa, pues se denominan democracias 
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una serie de países que no son libres ni independientes. Se trata de verdaderos regímenes 
totalitarios.

Puesta a votación la moción del Diputado Vargas Fernández, fue desechada. El artículo 1º 
se leerá en la forma presentada por la Comisión Coordinadora.

Artículo 1º.– “Costa Rica es una República democrática, libre e independiente.”
Fueron aprobados los artículos 2º y 3º, que dicen respectivamente:
Artículo 2º.– “La soberanía reside exclusivamente en la Nación.”
Artículo 3º.– “Nadie puede arrogarse la soberanía; el que lo hiciere cometerá delito de 

traición a la patria.”
En relación con el artículo 4º, que la Comisión Coordinadora ha redactado del modo 

siguiente: “Ninguna persona o reunión de personas podrá tomar el título o representación del 
pueblo, arrogarse sus derechos, ni hacer peticiones a su nombre. La infracción de este artículo 
será sedición”. El Diputado JIMÉNEZ OUESADA señaló la conveniencia de suprimir el término 
“título”, que sobra.

El Licenciado ESQUIVEL FERNÁNDEZ explicó que el texto del artículo en discusión fue 
tomado de la Carta de 1871, donde figura bajo el número 34. De ahí que no está de acuerdo 
con la supresión planteada.

Fue aprobada la moción del Representante Jiménez Quesada para suprimir el término 
indicado. 

El Diputado CHACÓN JINESTA presentó moción para que en lugar de “podrá tomar” se 
diga “puede asumir”, la cual fue aprobada.

El artículo 4º se aprobó definitivamente redactado del modo siguiente: “Ninguna persona 
o reunión de personas puede asumir la representación del pueblo, arrogarse sus derechos, ni 
hacer peticiones a su nombre. La infracción de este artículo será sedición.”

Se discutió luego el artículo 5º, que la Comisión Coordinadora ha redactado así: “El terri-
torio nacional está comprendido entre el Mar Caribe, el Océano Pacífico y las Repúblicas de 
Nicaragua y Panamá. Los límites de la República son los que determina el Tratado Cañas-Jerez 
de 15 de abril de 1858, ratificado por el laudo Cleveland de 22 de marzo de 1888 con res-
pecto de Nicaragua, y el Tratado Echandi Montero-Fernández Jaen de 1º de mayo de 1941 en 
lo que concierne a Panamá. La Isla del Coco, situada en el Océano Pacífico, forma parte del 
territorio nacional.”

El Diputado ARIAS BONILLA observó que dos de nuestras Constituciones anteriores seña-
laban el 22 de mayo como fecha del Laudo Cleveland. Valdría la pena –dijo– comprobar cuál 
es la fecha precisa.

El Diputado VARGAS FERNÁNDEZ expresó que al discutirse el artículo 5º, le había hecho 
al mismo algunas objeciones, por cuanto no es partidario de incluir en la Constitución una serie 
de fechas, de las cuales no hay certeza absoluta, como lo expresado anteriormente por el señor 
Arias Bonilla. Presentó moción para que ese artículo se lea del modo siguiente: “El territorio 
nacional está comprendido entre el Mar Caribe, el Océano Pacífico y los territorios de las 
Repúblicas de Nicaragua y Panamá, conforme al Tratado Cañas-Jerez, ratificado por el Laudo 
Cleveland, respecto a Nicaragua, y al Tratado Echandi-Fernández en cuanto a Panamá.

Comprende la Isla del Coco, situada en el Océano Pacífico.
El Licenciado ORTIZ MARTÍN manifestó que se cometía un error al decir que Costa Rica 

limitaba con los territorios de las Repúblicas de Panamá y Nicaragua, como se propone en la 
moción anterior. Como es sabido, los tres elementos constitutivos del Estado son Gobierno, Terri-



� ACTA Nº 168

torio y Población. Es preciso entonces aclarar cuando se emplea la palabra territorio como ele-
mento del Estado y cuando como territorio, que con derecho internacional da la idea de tierras 
deshabitadas. La Groenlandia. Cuando se formaban los Estados del Norte de América se decía 
que limitaban con territorios. Es decir, cuál es el límite del territorio de Costa Rica, elemento del 
Estado que no debe confundirse con territorios de Nicaragua y Panamá. Lo indicado es decir 
que Costa Rica limita con las Repúblicas de Nicaragua y Panamá.

El Diputado ESQUIVEL FERNÁNDEZ no estuvo de acuerdo en la supresión de la fecha de 
los Tratados de límites. En términos parecidos se pronunció el Representante CASTRO SIBAJA. 
Considera que la realidad del Tratado la constituye la fecha en que fue ratificado.

El mocionante señor VARGAS FERNÁNDEZ indicó que el territorio de Costa Rica limita lógi-
camente con los territorios de Nicaragua y Panamá, y no con sus gobiernos o poblaciones.

Puesta a votación su moción, fue desechada.
Fue aprobada la redacción que propuso la Comisión Coordinadora respecto al artículo 5º.
Se discutió luego el artículo 6º: “El Estado tiene para todos los fines la soberanía completa 

y exclusiva sobre el espacio aéreo correspondiente a su territorio y a sus aguas territoriales. 
También compete al Estado ejercer la soberanía exclusiva, de acuerdo con los principios de 
Derecho Internacional y con los tratados internacionales vigentes, en las zonas del mar que 
corresponden al territorio de la República, tanto respecto de las aguas e islas, como de la pla-
taforma continental.”

El señor TREJOS QUIRÓS apuntó una contradicción entre el artículo anterior y el segundo, 
que establece que la soberanía reside en la Nación. Ahora se dice que el Estado tendrá para 
todos los fines la soberanía completa y exclusiva sobre el espacio aéreo correspondiente a su 
territorio. Pidió que el punto se aclarara debidamente.

El Diputado JIMÉNEZ QUESADA apuntó igual contradicción. Piensa que el artículo en 
debate deba acoplarse con el 2º, que habla de la soberanía. En ese sentido pensaba presentar 
a la consideración de sus compañeros una moción para que el artículo 6º fuese eliminado, agre-
gando en forma condensada sus conceptos al artículo 2º. La nueva redacción sería así: “La so-
beranía nacional alcanza a todo el espacio aéreo correspondiente al territorio de la República y 
a sus aguas territoriales, según los principios del Derecho Internacional, y los tratados vigentes”. 
Añadió que el artículo 6º, además, resulta confuso. Primeramente se dice que el Estado “tiene” 
para todos los fines la soberanía sobre el espacio aéreo; luego, compete al Estado “ejercer” la 
soberanía en determinadas zonas del mar. En el artículo 2º se dijo que la soberanía “reside” 
exclusivamente en la Nación.

El Licenciado ORTIZ MARTÍN aclaró que es correcta la enunciación que se hizo en el artí-
culo 2º al declarar que la soberanía reside exclusivamente en la Nación, la cual delega en el 
Poder Legislativo para que haga las leyes y con el Estado como tal para que internacionalmente, 
defienda y proteja la integridad soberana del Estado. No se pueden confundir ambos artículos, 
el 2º y el 6º. Otras veces la soberanía la ejerce la Asamblea Legislativa por delegación que 
hace en ella el pueblo o la Nación. Añadió que el Derecho Internacional ha fijado claramente 
a dónde y cómo ejerce el Estado su soberanía. No existe, pues, ninguna confusión como lo 
ha expresado el señor Jiménez Quesada. Este último insistió en que el artículo 6º estaba mal 
redactado. Bien podría simplificarse bastante su redacción.

El Representante ACOSTA PIEPPER explicó que la soberanía, como principio supremo, resi-
de en la Nación, de acuerdo con el artículo 2º. Pero esa soberanía se ejerce, en nombre de la 
Nación, por el Estado, representante de la Nación. ¿En qué forma la va a ejercer? En una forma 
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completa y exclusiva sobre todo el territorio nacional, así como en el espacio aéreo correspon-
diente al mismo, sobre sus aguas territoriales y plataforma continental. Este último concepto 
–agregó finalmente– es muy importante en la actualidad, ya que la plataforma continental se 
toma en cuenta para concesiones petroleras.

El Diputado JIMÉNEZ QUESADA presentó moción para que el artículo 6º se lea del modo 
siguiente: “El Estado ejerce la soberanía completa y exclusiva en el espacio aéreo de su territorio 
y en sus aguas territoriales y plataforma continental, de acuerdo con los principios de Derecho 
Internacional y con los tratados vigentes.”

Sometida a votación la moción anterior, fue aprobada. En consecuencia, el artículo 6º se 
leerá en la forma indicada.

Se discutió luego el artículo 7º, que dice así:
“Ninguna autoridad puede celebrar pactos, tratados o convenios que se opongan a la 

soberanía e independencia de la República. Quien cometa este atentado será calificado de 
traidor.

Cualquier tratado o convención que tramite el Poder Ejecutivo, y que afecte la integridad 
territorial o la organización política del país, requerirá para su validez la aprobación de la 
Asamblea Legislativa, por votación no menor de las tres cuartas partes de la totalidad de sus 
miembros y de los dos tercios de votos de una Asamblea Constituyente convocada al efecto 
por la Asamblea Legislativa.”

El Diputado ESQUIVEL FERNÁNDEZ manifestó que habían incurrido en un error en el artí-
culo anterior, al dejar en manos de la Asamblea Legislativa la convocatoria a una Constituyente. 
Para uniformar procedimientos ya acordados, esa convocatoria debe ser atribución, no de la 
Asamblea Legislativa, sino del Tribunal Supremo de Elecciones. Dejó presentada la moción para 
suprimir de la frase final del artículo el concepto “por la Asamblea Legislativa”, de tal modo que 
el artículo se lea así: 

Artículo 7º “Ninguna autoridad puede celebrar pactos, tratados o convenios que se opon-
gan a la soberanía e independencia de la República. Quien cometa este atentado será 
calificado de traidor.

Cualquier tratado o convención que tramite el Poder Ejecutivo, y que afecte la integridad 
territorial o la organización política del país, requerirá para su validez la aprobación de la 
Asamblea Legislativa, por votación no menor de las tres cuartas partes de la totalidad de 
sus miembros y de los dos tercios de votos de una Asamblea Constituyente convocada al 
efecto.”

Puesta a votación la moción anterior, fue aprobada.
Fueron aprobados los artículos 8º y 9º tal y como fueron presentados por la Comisión 

Coordinadora.
Artículo 8º– “Los estados extranjeros sólo podrán adquirir en el territorio de la República los 

inmuebles necesarios para sede de sus representaciones diplomáticas, sobre bases de recipro-
cidad, sin perjuicio de lo que establezcan los convenios internacionales.”

Artículo 9º– “El Gobierno de la República es popular, representativo, alternativo y respon-
sable. Lo ejercen tres poderes distintos e independientes entre sí, que se denominan Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial. Ninguno de los poderes puede delegar el ejercicio de las funciones que le 
son propias.”
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Seguidamente se discutió el artículo 10, que dice así:
“Las disposiciones del Poder Legislativo o del Ejecutivo que fueren contrarias a la Cons-

titución serán absolutamente nulas, cualquiera que sea la forma en que se emitan. Lo son 
igualmente los actos de los que usurpen funciones públicas, y los nombramientos hechos sin 
los requisitos prevenidos por la Constitución o las leyes.

Corresponde a la Corte Suprema de Justicia hacer la declaratoria de inconstitucionalidad 
por voto no menor de las dos terceras partes del total de sus miembros.”

El Representante CASTRO SIBAJA presentó moción para que se suprima del artículo 10 las 
expresiones “que fueren” y “cualquiera que sea la forma en que se emitan”, así como cambiar 
el término “prevenidos” por “previstos.”

La moción anterior fue aprobada.
El Diputado ARROYO BLANCO presentó moción para agregar al artículo 10 un concepto 

que diga así:
“La acción para pedir la inconstitucionalidad de las disposiciones aquí enumeradas es 

pública.”
El proponente explicó que no había asistido a las sesiones cuando se discutió el artículo 10, 

por encontrarse enfermo. Ahora que de nuevo se somete a discusión, no quiere dejar pasar la 
ocasión para incorporar a nuestro texto constitucional una vieja aspiración suya, con el objeto 
de facilitar aun más la presentación de un recurso de inconstitucionalidad. En muchas ocasio-
nes –dijo– no es posible someterse a los requisitos del Código de Procedimientos Civiles para 
presentar un recurso de inconstitucionalidad, ya que no existe ningún proceso en tramitación. 
Lo más democrático es otorgarle a todos los costarricenses el derecho de plantear un recurso de 
esta naturaleza, cuando lo estimen conveniente. Como una verdadera garantía de la Constitu-
ción que estamos emitiendo, es necesario que la acción para establecer el mencionado recurso 
sea pública.

El Diputado ACOSTA JIMÉNEZ observó que desde un punto de vista democrático, la mo-
ción del compañero Arroyo es muy aceptable. Sin embargo, si se establece que el recurso de 
inconstitucionalidad es de acción pública, es decir, que cualquier ciudadano podrá ejercerlo, 
sin necesidad de satisfacer previamente determinados requisitos que consigna el Código de 
Procedimientos Civiles, se podría llegar hasta paralizar el sistema legal vigente, mediante la 
presentación sucesiva de una serie de recursos.

El Diputado ROJAS VARGAS expresó que los autores han creído conveniente establecer 
ciertas restricciones para plantear el recurso de inconstitucionalidad.

El señor ARROYO BLANCO acogió la iniciativa que se le sugirió por parte de algunos 
señores Representantes por posponer la discusión de su moción para ser estudiada con mayor 
detenimiento.

La Mesa acordó discutir el Preámbulo.
Los Diputados FACIO y ACOSTA JIMÉNEZ variaron el texto de su moción que habían pre-

sentado en ese sentido, del modo siguiente:
“Después de la lucha civil y del movimiento revolucionario que culminaron con el restable-

cimiento de la libertad en la República, nosotros, los Representantes del pueblo de Costa Rica, 
libremente elegidos como Diputados a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando el nom-
bre de Dios y reiterando nuestra fe en la democracia, decretamos y sancionamos la siguiente 
Constitución Política.” 
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El Representante VOLIO JIMÉNEZ manifestó que el preámbulo de una Constitución debe ser 
algo solemne, de tal majestad, que invoque en todo momento los altos sentimientos nacionales 
y que no traiga el recuerdo constante de una lucha fratricida. ¿A qué citar en la Constitución 
–dijo– un acto pasajero, en el fondo enconoso, máxime que la Carta va a dar protección a 
todos los costarricenses, sin discriminaciones de ninguna clase? Lo más razonable es no hacer 
ninguna mención de un acto del pasado como medio de mantener la armonía de la familia 
costarricense.

El Representante ACOSTA JIMÉNEZ indicó la conveniencia de aprobar el Preámbulo tal 
y como se ha presentado, para que de este modo tenga siempre presente el pueblo de Costa 
Rica la lucha patriótica que libró por espacio de ocho años en contra del régimen corrompido 
y corrupto de Calderón y Picado. La revolución no fue otra cosa que una vuelta hacia nuestras 
libertades, escarnecidas durante ocho años por un régimen que todo lo mancilló y envileció en 
Costa Rica. Es justo dejar constancia ante la historia de la lucha gallarda del pueblo costarri-
cense. Como un justo y merecido reconocimiento al decoro y a los afanes de nuestro pueblo, 
que todo lo sacrificó a lo largo de esa cruenta lucha, es necesario que en la Constitución que se 
emite quede constancia de esa situación.

El Diputado VOLIO JIMÉNEZ de nuevo intervino en el debate. Por hermosa que fuera 
la revolución –dijo– fue más hermosa aun la revolución emancipadora de los pueblos ame-
ricanos. Sin embargo, ninguna de las Constituciones de América hace alusión a esa 1ucha 
fratricida. Muchas constituciones se han emitido en Costa Rica. Tampoco en ninguna de ellas se 
pone como Preámbulo la situación anterior. Si mantenemos el Preámbulo como se ha propuesto 
estaríamos recordándole a todos los costarricenses una situación trágica y dolorosa para la 
Nación. ¿Por qué llevar a la Constitución una frase que recuerde esa lucha fratricida? Lo más 
adecuado es redactar el preámbulo en una forma más sobria, sin hacer mención del movimiento 
revolucionario.

Habiendo quedado en el uso de la palabra el Licenciado Arroyo, el señor Presidente sus-
pendió la sesión a las siete de la noche.– Marcial Rodríguez Conejo, Presidente.– Fernando 
Vargas Fernández, Primer Secretario.– Gonzalo Ortiz Martín, Segundo Secretario.
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Nota
1	 La comisión coordinadora, a la que se le encomienda la revisión y corrección de los artículos aprobados de la 

nueva Constitución, realiza un meritorio trabajo sobre materia de suyo delicada pues tuvo necesidad de con-
sultar las actas y demás documentos de referencia. Una de sus principales tareas fue la revisión de los textos 
aprobados para detectar errores en cuanto a redacción y otros extremos, labor efectuada principalmente por 
don Nautilio Acosta, persona de amplia cultura y conocedor a fondo de nuestro idioma. La parte fundamental-
mente jurídica está a cargo de dos abogados, Rodrigo Facio y Ricardo Esquivel. Aunque mantienen divergen-
cias sobre cuestiones doctrinarias –uno es social demócrata y al otro bien se le puede aplicar la calificación 
de neoliberal, como ahora se dice– son tolerantes y respetuosos y forman un equipo formidable de trabajo, 
al que dedican muchas horas, ya que es muy corto el tiempo de que dispone la Constituyente para concluir 
su labor antes del 8 de noviembre. Las sesiones siguientes las dedicará la Asamblea a esta labor de revisión, 
artículo por artículo, que mucho tiempo consume. A estas alturas, los señores Constituyentes dejan de lado toda 
otra consideración política o personal para trabajar a ritmo acelerado, hasta horas de la noche. Son sesiones 
agotadoras. Los Constituyentes saben que están contra reloj y aprietan el paso.


